El siguiente es el documento presentado por el Magistrado ponente que sirvió de base para proferir en audiencia la sentencia de segunda instancia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en el audio que reposa en la Secretaría. 
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Radicación Nro.

66001-31-05-002-2013-00574-01
Proceso

 
Ordinario Laboral

Demandante:


Humberto de Jesús García Rodas   
Demandado:


Colpensiones

Magistrado Ponente:                Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
            
Juzgado Segundo Laboral del Circuito

Tema:
INCREMENTOS PENSIONALES. Conforme lo establecido por el artículo 21 del Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 de la misma calenda, para que surjan a la vida jurídica dichos incrementos adicionales por él o la cónyuge, es necesario que: i. la pensión de la cual se deriven surja de la aplicación del Acuerdo 049 de 1990 y, ii. Que el cónyuge no tenga pensión propia y dependa económicamente del pensionado.
Citación jurisprudencial: Incremento Pensional - Sala de Casación Laboral en sentencias de 27 de julio de 2005 radicación Nº 21.517, 5 de diciembre de 2007 radicación Nº 29.531 y agosto de 2010 radicación Nº 35.345, que el incremento pensional no fue derogado tácitamente con la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993 y aplica en la actualidad incluso para las personas que accedan al derecho pensional con base en el Acuerdo 049 de 1990.

Sentencia C-836 de 2001

Los incrementos no gozan de imprescriptibilidad, en este sentido basta rememorar la sentencia de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia de 18 de septiembre de 2012 proferida en el proceso radicado con el número 42300

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, veintiocho de septiembre de dos mil dieciséis, siendo las diez y quince minutos de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por el señor HUMBERTO DE JESUS GARCÍA RODAS en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito el 13 de julio de 2015, dentro del proceso que le promueve a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-002-2013-00574-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:
ANTECEDENTES

Pretende el señor Humberto de Jesús García Rodas que la justicia laboral declare que tiene derecho al reconocimiento y pago el incremento pensional del 14% por persona a cargo y con base en ellos aspira que se condene a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar la prestación económica, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 y las costas procesales a su favor.

En su relato fáctico refiere que: El Instituto de Seguros Sociales mediante la resolución Nº 1945 de 1º de enero de 1996, le reconoció la pensión de vejez por cumplir los requisitos previstos en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y el Acuerdo 049 de 1990, sin embargo, a pesar de ello no se le ha reconocido el incremento del 14% por tener a su cargo a su compañera Mariela Ospina con quien convive desde hace 45 años aproximadamente y quien depende económicamente de él; el 8 de agosto de 2012 elevó solicitud de reconocimiento del mencionado incremento pensional, la cual fue resuelta negativamente a través de oficio con radicación Nº 47700-03-3837 de 15 de agosto de 2012.
Al contestar la demanda –fls.48 a 51- la Administradora Colombiana de Pensiones aceptó casi todo lo narrado anteriormente, menos que le asista al actor el derecho a que se le reconozca el incremento pensional del 14% y el tiempo de convivencia con su compañera permanente. Se opuso a las pretensiones proponiendo las excepciones de mérito que denominó “Inexistencia de norma que reconozca el derecho al pago del incremento pensional por personas a cargo”, “Prescripción” y “Genéricas”.
En sentencia de 13 de julio de 2015, la funcionaria de primer grado determinó que el señor Humberto de Jesús García Rodas tiene derecho a que se le reconozca el incremento pensional del 14% por persona a cargo, pues el ISS le reconoció la pensión de vejez por cumplir las exigencias del artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y el Acuerdo 049 de 1990, al haber demostrado en este ordinario laboral que su compañera permanente Mariela Ospina depende económicamente de él. No obstante, estableció que como el señor García Rodas no reclamó el reconocimiento del incremento pensional dentro de los tres años siguientes al momento en el que se le reconoció la pensión de vejez, dicho derecho prescribió; motivo por el que absolvió a la Administradora Colombiana de Pensiones de las pretensiones de la demanda.
Inconforme con la decisión, el señor Humberto de Jesús García Rodas interpuso recurso de apelación argumentando que demostrados como se encuentran los requisitos exigidos en el artículo 21 del Acuerdo 049 de 1990, tiene derecho a que se le reconozca el incremento pensional del 14% por persona a cargo, prevaleciendo de esta manera el derecho a la Seguridad Social. 

En este estado se corre traslado a las partes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMA JURIDICO:
¿Tiene derecho el señor Humberto de Jesús García Rodas a que se le reconozca el incremento pensional del 14% por persona a cargo?
Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, los siguientes aspectos:
1. INCREMENTOS PENSIONALES
Conforme lo establecido por el artículo 21 del Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 de la misma calenda, para que surjan a la vida jurídica dichos incrementos adicionales por él o la cónyuge, es necesario que: i. la pensión de la cual se deriven surja de la aplicación del Acuerdo 049 de 1990 y, ii. Que el cónyuge no tenga pensión propia y dependa económicamente del pensionado.
Ahora bien, ha manifestado la Sala de Casación Laboral en sentencias de 27 de julio de 2005 radicación Nº 21.517, 5 de diciembre de 2007 radicación Nº 29.531 y agosto de 2010 radicación Nº 35.345, que el incremento pensional no fue derogado tácitamente con la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993 y aplica en la actualidad incluso para las personas que accedan al derecho pensional con base en el Acuerdo 049 de 1990, así sea bajo los postulados del régimen de transición.
2. VALOR NORMATIVO DE LAS SENTENCIAS PROFERIDAS POR LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.
La Corte Constitucional en la sentencia C-836 de 2001, al abordar el tema de doctrina probable manifestó que la Corte Suprema de Justicia como juez de casación se le ha encomendado el deber de unificar la jurisprudencia nacional en la jurisdiccional ordinaria, situación que lleva a la propia Corte y a los jueces de esa jurisdicción a no apartarse por su sola voluntad de la jurisprudencia que sobre un mismo tema ha construido el alto tribunal, pues precisamente la razón de su existencia es diseñar el orden que garantice la igualdad. 

Para apartarse de la doctrina probable los jueces están obligados a tener unas magníficas razones jurídicas que pongan en evidencia la equivocación del razonamiento que viene aplicando la respectiva Sala de Casación. Se dijo en la sentencia en cita:

“… la fuerza normativa de la doctrina probable proviene (1) de la autoridad otorgada constitucionalmente al órgano encargado de establecerla, unificando la jurisprudencia ordinaria nacional; (2) del carácter decantado de la interpretación que dicha autoridad viene haciendo del ordenamiento positivo, mediante una continua confrontación  y adecuación a la realidad social y; (3) del deber de los jueces respecto de a) la igualdad frente a la ley y b) la igualdad de trato por parte de las autoridades y; (4)  del principio de buena fe que obliga también a la rama jurisdiccional, prohibiéndole actuar contra sus propios actos.  Por otra parte, la autoridad de la Corte Suprema para unificar la jurisprudencia tiene su fundamento en la necesidad de garantizar los derechos fundamentales de las personas y esta atribución implica que la Constitución le da un valor normativo mayor o un “plus” a la doctrina de esa alta Corporación que a la del resto de los jueces de la jurisdicción ordinaria.  Ello supone que la carga argumentativa que corresponde a los jueces inferiores para apartarse de la jurisprudencia decantada por la Corte Suprema es mayor que la que corresponde a éste órgano para apartarse de sus propias decisiones por considerarlas erróneas.”.
Así las cosas, entendiendo el principio de autonomía judicial previsto en el artículo 228 de la Constitucional Nacional, los funcionarios judiciales
3. PRESCRIPCIÓN DEL DERECHO A LOS INCREMENTOS

A diferencia del derecho pensional, los incrementos no gozan de imprescriptibilidad, en este sentido basta rememorar la sentencia de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia de 18 de septiembre de 2012  proferida en el proceso radicado con el número 42300, en la que se dijo:

“En efecto, ha señalado la Corporación que la calidad del pensionado es permanente y vitalicia, y es en consecuencia imprescriptible la acción para impetrar su reconocimiento. Pero igualmente ha precisado la doctrina de esta Sala, que una es esa condición del individuo cuya titularidad del derecho pensional no fenece con el transcurrir del tiempo y, otra diferente, la constituyen los derechos derivados de ese status, tales como el pago de las mesadas pensionales o, en el caso en estudio, los incrementos reclamados, los que en criterio de la Corte sí prescriben en los términos del artículo 488 del Código Sustantivo del Trabajo y del 151 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social.”

En esa misma providencia recordó la Corte que previamente en sentencia 27923 de 12 de diciembre de 2007, respecto al tema había precisado que: 

“De ahí que a juicio de esta Sala bien puede aplicarse para efectos de estos incrementos la tesis de que los mismos prescriben si no se reclaman dentro de los 3 años siguientes a su exigibilidad, debiendo entenderse que son exigibles desde el momento en que se produjo el reconocimiento de la pensión de vejez o de invalidez”. (Rayas fuera del original)

De lo anterior se infiere que la Corte considera que las condiciones para que se generen los incrementos deben existir para el momento en que se reconoce la pensión y no surgir con posterioridad, pues no de otro modo se explica la prescripción del derecho a gozar de dichos incrementos en la forma que se acaba de referir, lo cual resulta lógico, si se tiene en cuenta que es a la fecha de reconocimiento de la pensión que se concretan los derechos a que accede el afiliado, quien precisamente, a partir de ese momento deja de hacer aportes al sistema y por ende deja de tener la posibilidad de que se le cubran contingencias que tengan fecha posterior a la adquisición del derecho pensional.

4. EL CASO CONCRETO

En esta instancia no se encuentra en discusión: i) Que el Instituto de Seguros Sociales le reconoció la pensión de vejez al señor Humberto de Jesús García Rodas a partir del 31 de enero de 1996, misma que fue notificada el 15 de mayo de 1996, como se ve en la resolución Nº 001945 de 1996 –fls.120 y 121-; ii) Que la pensión se le reconoció al demandante por haber reunido los requisitos previstos en el Acuerdo 049 de 1990, por ser beneficiario del régimen de transición establecido en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y iii) Que la señora Mariela Ospina en calidad de compañera permanente del señor García Rodas depende económicamente de él, pues de así se concluye al analizar los testimonios rendidos por el señor Jesús María Martínez Toro y la señora Blanca Lily Garzón Hernández, quienes fueron escuchados por solicitud de la parte actora.
De conformidad con lo expuesto, tiene derecho el señor Humberto de Jesús García Rodas a que se le reconozca el incremento pensional del 14% por persona a cargo.
No obstante lo anterior, considera la Sala, con base en la independencia y autonomía judicial prevista en los artículos 228 y 230 de la Constitución Nacional que es el caso seguir los lineamientos de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia.  

En este asunto el demandante no puede gozar el incremento pensional que reclama, debido a que la entidad demandada presentó la excepción de mérito de prescripción y como se expuso en las consideraciones de la presente providencia, la Sala de Casación Laboral ha sido clara en diferenciar la naturaleza jurídica de las sumas adicionales con la propia pensión de vejez o invalidez, advirtiendo que los incrementos pensionales no hacen parte de la pensión de vejez, invalidez y sobrevivientes, y por lo tanto, prescriben si no son reclamados dentro de los tres años siguientes a la exigibilidad de los mismos, esto es, desde el reconocimiento de la pensión respectiva; tal y como ocurrió en el presente caso, toda vez que al señor Humberto de Jesús García Rodas se le reconoció la pensión de vejez a partir del 31 de enero de 1996, decisión que le fue notificada el 15 de mayo de esa misma anualidad y solo reclamó el reconocimiento del incremento pensional del 14% por cónyuge a cargo el 8 de agosto de 2012 –fls.15 a 23-, es decir, 16 años 2 meses y 23 días después de reconocida la pensión de vejez.
En el anterior orden de ideas se confirmará la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito el 13 de julio de 2015.
Costas en esta instancia a cargo de la parte actora en un 100%.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. CONFIRMAR la sentencia recurrida.
SEGUNDO. CONDENAR en costas en esta instancia a la parte actora en un 100%.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella intervinieron.
Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ
Ponente
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA 
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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